STJSL-S.J. – S.D. Nº 020/19.-

--En la Provincia de San Luis, a veintiséis días del mes de febrero de dos mil diecinueve, se reúnen en Audiencia Pública los Señores Ministros Dres. MARTHA RAQUEL CORVALÁN, LILIA ANA NOVILLO y CARLOS ALBERTO COBO - Miembros del SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA, para dictar sentencia en los autos: “ANTONACCI SILVIA DELFINA c/ COOPERATIVA BANCARIA 6 DE NOVIEMBRE LIMITADA y OTROS s/ COBRO DE PESOS - LABORAL- s/ RECURSO DE CASACIÓN y RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD” – IURIX EXP Nº 202802/10.-
Conforme al sorteo practicado oportunamente, con arreglo a lo que dispone el artículo 268 del Código Procesal, Civil y Comercial, se procede a la votación en el siguiente orden: Dres. CARLOS ALBERTO COBO, MARTHA RAQUEL CORVALÁN y LILIA ANA NOVILLO.-
Las cuestiones formuladas y sometidas a decisión del Tribunal son:

I) ¿Es procedente el recurso de inconstitucionalidad planteado por la actora?

II) En su caso, ¿qué resolución corresponde dictar?

III) ¿Cuál sobre costas?

IV) ¿Es formalmente procedente el Recurso de Casación planteado por la actora, interpuesto en fecha 30/03/2016 (actuación N° 5352561) y fundado en fecha 08/04/2016 (actuación N° 5394605)?

V) ¿Existe en el fallo recurrido alguna de las causales enumeradas en el art. 287 del CPC y C?

VI) En caso afirmativo a la cuestión anterior: ¿cuál es la ley a aplicarse o la interpretación que debe hacerse del caso en estudio?

VII) ¿Qué resolución corresponde dar al caso en estudio?

VIII) ¿Cuál sobre las costas?

IX) ¿Es formalmente procedente el Recurso de Casación planteado por la demandada, interpuesto en fecha 28/03/2016 (actuación N° 5338774) y fundado en fecha 06/04/2016 (actuación N° 5387286)?
X) ¿Existe en el fallo recurrido alguna de las causales enumeradas en el art. 287 del CPC y C?

XI) En caso afirmativo a la cuestión anterior: ¿Cuál es la ley a aplicarse o la interpretación que debe hacerse del caso en estudio?

XII) ¿Qué resolución corresponde dar al caso en estudio?

XIII) ¿Cuál sobre las costas?
XIV) ¿Es formalmente procedente el Recurso de Casación planteado por la actora, interpuesto en fecha 24/10/2016 (actuación N° 6289089) y fundado en fecha 03/11/2016 (actuación N° 6346257)?

XV) ¿Existe en el fallo recurrido alguna de las causales enumeradas en el art. 287 del CPC y C?

XVI) En caso afirmativo a la cuestión anterior: ¿Cuál es la ley a aplicarse o la interpretación que debe hacerse del caso en estudio?

XVII) ¿Qué resolución corresponde dar al caso en estudio?

XVIII) ¿Cuál sobre las costas?

A LA PRIMERA CUESTIÓN, el Dr. CARLOS ALBERTO COBO, dijo: 1) Que conforme constancias del sistema IURIX, la parte actora, en fecha 08/04/2016, en actuación N° 5400794, interpuso recurso extraordinario de inconstitucionalidad local por arbitrariedad de sentencia, en contra de la resolución R.L. LABORAL N° 16/2016, de fecha 15/03/2016, actuación N° 5282758, en la que la Cámara Civil, Comercial, Minas y Laboral N° 1 de la Primera Circunscripción Judicial, decidió por mayoría modificar la sentencia de primera instancia, y, en consecuencia: “1) Extender la condena a la Asociación Bancaria (SEB) Delegación San Luis y Casa Central, y rechazarla respecto a los demandados Rotondó y Pérez; 2) Hacer lugar al reclamo por integración del mes de despido y SAC correspondiente; 3) Rechazar los agravios referidos a la inconstitucionalidad de los arts. 48 y 52 de la ley 23.551 y al pago del art. 51 (rectius art. 52) de dicha ley; 4) Rechazar la aplicación de los intereses pretendidos; 5) En atención a los intereses en disputa y recíprocos vencimientos imponer las costas de ambas instancias en un 20% a la actora y en un 80 % a las codemandadas vencidas (arts. 71 y 279 CPC y 144 CPL) y en la relación procesal con los demandados Rotondó y Pérez, costas a la actora vencida (art. 111CPL).”
Que, en fecha 14/10/2016, mediante actuación N° 6246168, la Cámara referenciada concedió el recurso extraordinario de inconstitucionalidad local por la causal de arbitrariedad de sentencia, cfr. auto interlocutorio R.R. Laboral N° 161/2016.
La recurrente en concreto sólo planteó agravió constitucional por arbitrariedad en relación al punto 3) de la sentencia en crisis en el que se decidió Rechazar los agravios referidos a la inconstitucionalidad de los arts. 48 y 52 de la ley 23.551 y al pago del art. 51 (rectius art. 52) de dicha ley.
Al respecto, dijo que la mayoría de la Cámara sostuvo que por no constar el cumplimiento del art. 49 de la ley 23.551, no debe prosperar la indemnización agravada del art. 52 de dicha ley; y por ello consideró abstracto el tratamiento de la inconstitucionalidad de los arts. 48 y 52 del mismo régimen legal, que la actora había solicitado.
En contrapartida, replicó que el supuesto contenido en el art. 49 de la ley 23.551 no es un hecho controvertido, y en consecuencia no requiere ser probado. Agregó que no sólo no fue controvertido por la contraria, sino que ésta lo reconoció.
Sin perjuicio de lo dicho, añadió que hay cuantiosa prueba del cumplimiento de los extremos exigidos por el artículo en cuestión, la que detalló pormenorizadamente.
Por ello, concluyó que la Cámara exige la prueba de un hecho in-controvertido, e incluso reconocido por la demandada. Que el tribunal ha desconocido elementos probatorios, objetivos e importantes de la causa demostrativos de la razón y procedencia del reclamo de la actora, ya que ha habido una clara tergiversación y prescindencia de las constancias comprobadas de la causa para conformar tan solo en forma aparente la exigencia legal de la fundamentación de la sentencia, en evidente menoscabo de la garantía de la defensa en juicio y del derecho de propiedad, por lo que se encuentran vulnerados los derechos y garantías contenidos en los arts. 17 y 18 de la Constitución Nacional; y 35, 43, 58, 59, 210 y concordantes de la Constitución Provincial.
Precisó que la no recepción de la indemnización peticionada, importa una lesión no menor, pues afecta más del 50% de lo reclamado por la actora, consumándose así una lesión patrimonial irreparable e injustificada.
Impetró sea receptado el recurso en el límite de la arbitrariedad denunciada; que se tenga por cumplido el art. 49 de la ley 23551, y se conceda la indemnización agravada del art. 52 del mentado régimen legal.

Asimismo, y como consecuencia de tener por cumplidos los requisitos del art. 49 de la ley 23551, para otorgar la indemnización agravada del art. 52, y a causa de que la actora es representante gremial, -por ser secretaria general del Sindicato de Empleados de Farmacia de San Luis, que goza de inscripción gremial otorgada por Resolución N° 000114 de fecha 21/02/2005, con carácter de entidad gremial de primer grado-, solicitó se declare la inconstitucionalidad de los arts. 48 y 52 de la ley 23551, en cuanto sólo contemplan la tutela sindical respecto de los representantes sindicales con personería gremial, excluyendo a las asociaciones sindicales simplemente inscriptas, violando así la garantía constitucional contenida en el art. 14 bis de la Constitución Nacional y el convenio N° 98 de la Organización Internacional del Trabajo.
Citó jurisprudencia de la Corte Suprema.
2) Que, corrido el traslado de ley, la contraria contestó a fs. 709/713, escrito en el que solicitó se rechace el recurso, con costas.

Para ello, argumentó que el recurso extraordinario de inconstitucionalidad es de aplicación excepcional y restrictiva, y que la actora en el mismo no ha señalado cuestiones concretas tendientes a demostrar causales de arbitrariedad ni cuestiones constitucionales.
De otra parte, dijo que la Cámara efectuó una valoración correcta y completa de la prueba rendida, de los hechos y de las circunstancias descriptas en la demanda, como así también de la normativa de aplicación de conformidad con los elementos incorporados a la causa, por lo que se encuentra debidamente motivada y fundada.
Citó jurisprudencia de la Corte Suprema y del Superior Tribunal.

3) Que en fecha 08/08/2017, en actuación N° 7522289, dictaminó el Procurador General quien, y por los argumentos que expuso, a los que remito en razón de brevedad, propició el rechazo del recurso.

4) Para circunscribir el alcance del ataque recursivo, debo recordar que el recurso extraordinario de inconstitucionalidad provincial fue concedido por la Cámara de Apelaciones, sólo por la causal de arbitrariedad de sentencia, tal como puede verse en el auto interlocutorio R.R. LABORAL N° 69/2017, de fecha 20/04/2017 (actuación N° 7084967).
5) Precisado lo anterior es conveniente exponer sintéticamente las principales actuaciones procesales habidas en la presente causa, a fin de que nos permita ver con mayor claridad la solución que corresponde dar al presente planteo y a los subsiguientes, estructurados a lo largo de las dieciocho cuestiones propuestas.
5.1) La actora promovió demanda laboral contra: La Cooperativa Bancaria 6 de Noviembre, pretendiendo extender la responsabilidad de ésta a sus integrantes Francisco Víctor Rotondó –presidente- y Víctor Atalivar Pérez –tesorero-. También demandó a la Asociación Bancaria Delegación San Luis y Asociación Bancaria Casa Central, como entidades asociadas, controladas y vinculadas a la Cooperativa, persiguiendo el cobro de diversos rubros, más la indemnización que corresponde a la tutela sindical, art. 52 ley 23551, reclamando para ello se declarare la inconstitucionalidad de los artículos de la ley 23551 que vedan la protección sindical a las asociaciones sindicales sin personería gremial. 

5.2) La Jueza de primera instancia:
a) Rechazó la demanda contra Rotondó y Pérez por no haberse probado que los demandados hayan incurrido en manejos fraudulentos ni que hayan tenido intención de violar la ley, por lo que hizo lugar a la defensa de falta de legitimación pasiva articuladas por aquellos.

b) Rechazó la demanda en contra de la Asociación Bancaria Delegación San Luis y de la Asociación Bancaria Casa Central, porque no encontró entre éstas y la Cooperativa Bancaria 6 de noviembre vinculación ni dependencia en los términos de la ley de sociedades comerciales.

c) Hizo lugar parcialmente a la demanda en contra de La Cooperativa Bancaria 6 de noviembre, condenando a pagar indemnización por antigüedad (art. 245 LCT), preaviso, SAC preaviso, art. 2 ley 25323 y art. 80 LCT.
d) Rechazó la indemnización de tutela sindical (art. 52 ley 23551), porque aplicó la excepción del art. 51 de dicha ley que prevé que la estabilidad no podrá ser invocada en casos de cese de actividades del establecimiento. Por ello, declaró abstracto los pedidos de inconstitucionalidad de los arts. 48 y 52 de la ley 23551.

5.3) A su turno, la Cámara:

a) Confirmó lo decidido en primera instancia en cuanto no permitió se extendiera la responsabilidad al presidente y tesorero de la Cooperativa condenada, por inexistencia de fraude que frustrara derechos de la actora.

b) Extendió la responsabilidad (por lo tanto la condena) a la Asociación Bancaria Delegación San Luis y a la Asociación Bancaria Casa Central, por encontrarlas vinculadas y dependientes con la condenada.

c) Agregó como rubro de condena la integración del mes de despido y el SAC correspondiente.

d) Con respecto a la indemnización por tutela sindical, si bien reconoció, como lo invocó la actora apelante, que no cabía la excepción en la que se fundó la sentencia de primera instancia para rechazar su procedencia, pues la farmacia luego del despido siguió funcionando; sin embargo rechazó la indemnización por no haberse acreditado los requisitos exigidos por el art. 49 de la ley 23551: designación sindical realizada legalmente y notificación al empleador.

El recurso extraordinario de inconstitucionalidad local -como ya se precisó- se dedujo sólo por no haberse receptado la indemnización prevista en el artículo 52 de la ley de Asociaciones Sindicales.

6) Ahora bien, en fecha 30/03/2016 (actuación N° 5352852) la recurrente (parte actora) había interpuesto recurso de reposición in extremis contra la misma sentencia que ataca con recurso extraordinario de inconstitucionalidad. 
En el recurso in extremis alertó sobre el cumplimiento ampliamente demostrado de los recaudos formales previstos en los dos incisos del art. 49 de la ley 23551.
7) La Cámara, en fecha 14/10/2016 (actuación N° 6246168) hizo lugar al recurso, por lo que condenó a la demandada (Cooperativa Bancaria 6 de noviembre) al pago de la indemnización del art. 52 de la ley 23551 y modificó la condena en costas; aunque no extendió la condena de este rubro al resto de las condenadas por no haber recibido éstas del actor o del sindicato la comunicación personal de la designación como delegado gremial.

Es decir, que la misma Cámara resolvió con posterioridad –mediante la reposición in extremis- el agravio constitucional que la parte actora presentó con la interposición del recurso extraordinario de inconstitucionalidad, por lo que el planteo, al momento de la concesión del recurso extraordinario se había tornado abstracto; además de no dirigirse contra una sentencia definitiva, de lo que da cuenta la misma resolución que resolvió la reposición in extremis, pues modificó un aspecto esencial de la sentencia de Cámara que resolvió la apelación de la sentencia de primera instancia, y que la actora había recurrido con recurso extraordinario de inconstitucionalidad.
En consecuencia, se impone declarar mal concedido el recurso extraordinario de inconstitucionalidad interpuesto el 08/04/2016 (actuación N° 5400794) y resuelto mediante R.R. Laboral N° 69/2017 en fecha 20/04/2017 (actuación N° 7084967).

Las costas deberán imponerse al actor recurrente, en atención al resultado final del recurso; y en particular a que en definitiva la declaración de concesión incorrecta del recurso se debe a su actuar procesal, por haber promovido recurso extraordinario de inconstitucionalidad, contra una sentencia contra la que pendía la resolución de otro recurso (reposición in extremis), que, incluso, la misma parte había interpuesto.
“Si, concedido el recurso extraordinario, pese a la oposición del apelado, luego la Corte Suprema de la Nación lo declara mal concedido, corresponde hacer cargar las costas de la instancia extraordinaria a quien la promovió…” (SAGÜÉS, Recurso extraordinario… GUASTAVINO, Recurso extraordinario de inconstitucionalidad… PALACIO, El recurso extraordinario federal… citado por LOUTAYF RANEA, Roberto G., en Condena en costas en el proceso civil, 2° reimpresión, Edit. Astrea, año 2013, pág.374). 
En consecuencia, VOTO a la primera cuestión por la NEGATIVA.-

Las Señoras Ministros, Dras. MARTHA RAQUEL CORVALÁN y LILIA ANA NOVILLO, comparten lo expresado por el Sr. Ministro, Dr. CARLOS ALBERTO COBO y votan en igual sentido a esta PRIMERA CUESTIÓN.-
A LA SEGUNDA CUESTIÓN, el Dr. CARLOS ALBERTO COBO, dijo: Que en atención a lo votado en la cuestión anterior, corresponde: Declarar mal concedido el recurso extraordinario de inconstitucionalidad interpuesto el 08/04/2016 (actuación N° 5400794) y resuelto mediante R.R. Laboral N° 69/2017 en fecha 20/04/17 (actuación N° 7084967). ASÍ LO VOTO.-
Las Señoras Ministros, Dras. MARTHA RAQUEL CORVALÁN y LILIA ANA NOVILLO, comparten lo expresado por el Sr. Ministro, Dr. CARLOS ALBERTO COBO y votan en igual sentido a esta SEGUNDA CUESTIÓN.-
A LA TERCERA CUESTIÓN, el Dr. CARLOS ALBERTO COBO, dijo: Costas a la actora recurrente, art. 68 y 69 CPC y C y art. 111 CPL. ASÍ LO VOTO.-
Las Señoras Ministros, Dras. MARTHA RAQUEL CORVALÁN y LILIA ANA NOVILLO, comparten lo expresado por el Sr. Ministro, Dr. CARLOS ALBERTO COBO y votan en igual sentido a esta TERCERA CUESTIÓN.-
A LA CUARTA CUESTIÓN, el Dr. CARLOS ALBERTO COBO, dijo: 1) Que contra la sentencia identificada en la “primera cuestión” la actora también interpuso recurso de casación en fecha 30/03/2016 (actuación N° 5352561), recurso que fundó en fecha 08/04/2016 (actuación N° 5394605).
2) Que a fs. 697/708 contestó traslado la demandada, escrito en el que solicitó, por los argumentos que expuso, que se tienen presentes y reproducidos en razón de brevedad, se rechace el recurso de casación, con costas. 
3) Que en fecha 23/07/2018, mediante actuación N° 9537664, se pronunció el Procurador General, quien propició el acogimiento parcial del recurso, según los argumentos que expuso a los que remito brevitatis causae.
4) Que, tal como lo establece el orden de las cuestiones a tratar, corresponde determinar en primer lugar la concurrencia de los requisitos formales de admisibilidad del recurso de casación interpuesto; y lo primero que debe abordarse es lo referente a la tempestividad del mismo.
Como se dijo, el presente recurso de casación fue interpuesto el 30/03/2016 (actuación N° 5352561), igual fecha en la que el propio actor también atacó la misma sentencia con reposición in extremis (ver actuación N° 5352852, de fecha 30/03/2016), con lo cual se advierte que el presente recurso incurre en el mismo yerro que el recurso extraordinario de inconstitucionalidad local, -analizado y resuelto en las tres primeras cuestiones- por cuanto no se ha dirigido contra una sentencia definitiva, toda vez que por el accionar procesal del mismo recurrente, pendía sobre la sentencia atacada mediante el recurso cuya admisibilidad aquí se dirime, la resolución de la reposición in extremis, que a la postre modificó la sentencia atacada con el recurso de casación.

Con lo cual se patentiza que el recurso de casación no se ha dirigido contra una sentencia definitiva tal como exige el artículo 286, segundo párrafo del CPC y C.
Al haberse deducido el mismo día dos recursos que no admiten su interposición conjunta, se ha vulnerado el principio de formalidad propio de los resortes de impugnación, con lo que no se ha observado la regla que prohíbe la interposición de recursos ad eventum. En el caso, se habría articulado el recurso de casación ante la eventualidad del rechazo de la reposición in extremis, lo que es procesalmente incorrecto, debido a lo prematuro que resulta la interposición de la casación, sin antes haber obtenido resolución la reposición del art. 241 bis del CPC y C.
Así lo ha dicho doctrina especializada cuando al tratar el principio de formalidad de los recursos afirma “(o)tra manifestación de este principio de formalidad es el de la prohibición del ejercicio ad eventum, ya que teniendo cada uno autonomía funcional y normativa, no pueden proponerse en forma accesoria sino directa y principal, salvo excepción…” (BACRE, Aldo, Recursos ordinarios y extraordinarios, Ediciones La Rocca, Buenos Aires, 1999, pág. 76.)
En el caso, son incompatibles de articularse conjuntamente y respecto de una misma sentencia, el recurso previsto en el art. 241 bis del CPCC con el reglado en los arts. 286 a 303 de la ley ritual.
Por consiguiente, lo dicho define la suerte del recurso, cuya admisibilidad es necesariamente restrictiva en consideración a la extraordinariedad de la vía procesal ensayada.
En esa línea conceptual se ha pronunciado este Alto Cuerpo en relación al recurso de casación, afirmando que al revestir el carácter de extraordinario, excepcional y eminentemente restrictivo, su admisibilidad y procedencia deben juzgarse con sujeción estricta a las disposiciones que lo reglan (S.T.J.S.L. N° 1/10 Ochoa, Víctor Hugo c/ Poder Ejecutivo del Gob. de San Luis y/o Gob. de la Pcia. de San Luis - Cobro de Pesos - Prueba Anticipada - Recurso de Casación, 11-02-10). Igual temperamento mantuvo la más alta magistratura puntana, en fallo del 06/02/2014, in re STJSL - S.J. – S.D. N° 005/14 Raimundo, María Susana c/ Hormigón Mercedes SA - D. y P. - s/ Recurso de Casación - Expte. N° 06-R-2013 – IURIX Nº 117262/3, al resolver que advertido “…el incumplimiento por parte de la recurrente de los recaudos exigidos que constituyen la llave para la apertura del recurso, el mismo deviene formalmente improcedente...”.
En consecuencia, corresponde declarar formalmente inadmisible el medio recursivo en estudio.
Por lo expuesto, VOTO a esta cuarta cuestión por la NEGATIVA.-

Las Señoras Ministros, Dras. MARTHA RAQUEL CORVALÁN y LILIA ANA NOVILLO, comparten lo expresado por el Sr. Ministro, Dr. CARLOS ALBERTO COBO y votan en igual sentido a esta CUARTA CUESTIÓN.-
A LA QUINTA y SEXTA CUESTIÓN, el Dr. CARLOS ALBERTO COBO, dijo: Dada la forma como se ha votado la cuestión precedente, no corresponde su tratamiento. ASÍ LO VOTO.-

Las Señoras Ministros, Dras. MARTHA RAQUEL CORVALÁN y LILIA ANA NOVILLO, comparten lo expresado por el Sr. Ministro, Dr. CARLOS ALBERTO COBO y votan en igual sentido a estas QUINTA y SEXTA CUESTIÓN
A LA SÉPTIMA CUESTIÓN, el Dr. CARLOS ALBERTO COBO, dijo: Que atento como han sido votadas las cuestiones anteriores corresponde rechazar el recurso de casación interpuesto en fecha 30/03/2016 (actuación N° 5352561) y fundado en fecha 08/04/2016 (actuación N° 5394605). ASÍ LO VOTO.-

Las Señoras Ministros, Dras. MARTHA RAQUEL CORVALÁN y LILIA ANA NOVILLO, comparten lo expresado por el Sr. Ministro, Dr. CARLOS ALBERTO COBO y votan en igual sentido a esta SÉPTIMA CUESTIÓN.-
A LA OCTAVA CUESTIÓN, el Dr. CARLOS ALBERTO COBO, dijo: Costas al recurrente, artículos 68 y 69 CPC y C. ASI LO VOTO.-

Las Señoras Ministros, Dras. MARTHA RAQUEL CORVALÁN y LILIA ANA NOVILLO, comparten lo expresado por el Sr. Ministro, Dr. CARLOS ALBERTO COBO y votan en igual sentido a esta OCTAVA CUESTIÓN.-
A LA NOVENA CUESTIÓN, el Dr. CARLOS ALBERTO COBO, dijo: 1) Que contra la sentencia identificada en la “primera cuestión” la demandada interpuso recurso de casación en fecha 28/03/2016 (actuación N° 5338774), recurso que fundó en fecha 06/04/2016 (actuación N° 5387286).

2) Que en fecha 05/05/2016, en actuación N° 5515813, contestó traslado la actora, escrito en el que solicitó, por los argumentos que expuso, que se tienen presentes y reproducidos en razón de brevedad, se rechace el recurso de casación, con costas. 

3) Que en fecha 23/07/2018, mediante actuación N° 9537664, se pronunció el Procurador General, quien dictaminó que el recurso de casación interpuesto por la demandada debe rechazarse, porque los argumentos de la presentación recursiva no logran conmover los fundamentos de la sentencia de Cámara al punto de demostrar la configuración del error de derecho. 

4) Que, tal como lo establece el orden de las cuestiones a tratar, corresponde determinar en primer lugar la concurrencia de los requisitos formales de admisibilidad del recurso de casación interpuesto; y lo primero que debe abordarse es lo referente a la tempestividad del mismo.

De crítica semejante a la hecha al recurso de casación interpuesto por la actora -analizado y resuelto en las cuestiones “cuarta” a “octava”- es pasible el presente recurso de casación interpuesto por la demandada, por cuanto si bien al momento de interponer el recurso el 28/03/2016 no había pendiente de resolución ninguna impugnación sobre la sentencia atacada, sí lo estaba al tiempo de fundamentar el recurso en fecha 06/04/2016, toda vez que la contraria había deducido contra la sentencia de Cámara reposición in extremis en fecha 30/03/2016 (actuación N° 5352852).
Además, como ya se dijo en cuestiones anteriores la sentencia aquí atacada, respecto de la que faltaba pronunciamiento en relación al recurso del art. 241 bis de la ley adjetiva, fue posteriormente modificada por el resolutorio R.R. LABORAL N° 161/2016, de fecha 14/10/2016 (actuación N° 6246168), el que fue notificado a la demandada el 19/10/2016 (actuación N° 6267195), respecto de lo cual la demandada no actuó en consecuencia, ya sea desistiendo del recurso de casación o interponiendo otro recurso contra la sentencia ahora sí definitiva.
En consecuencia, el recurso de casación debe rechazarse por no haberse dirigido contra una sentencia definitiva, sin que quepa hacer deslindes respecto de las partes no cuestionadas mediante el recurso de reposición, que en todo caso hubiese correspondido que se hiciesen por el interesado, luego de haberse resuelto la reposición in extremis.
Con lo cual se patentiza que el recurso de casación no se ha dirigido contra una sentencia definitiva tal como exige el artículo 286, segundo párrafo del CPC y C.

Por consiguiente, lo dicho define la suerte del recurso, cuya admisibilidad es necesariamente restrictiva en consideración a la extraordinariedad de la vía procesal ensayada.
En esa línea conceptual se ha pronunciado este Alto Cuerpo en relación al recurso de casación, afirmando que al revestir el carácter de extraordinario, excepcional y eminentemente restrictivo, su admisibilidad y procedencia deben juzgarse con sujeción estricta a las disposiciones que lo reglan (S.T.J.S.L. N° 1/10 Ochoa, Víctor Hugo c/ Poder Ejecutivo del Gob. de San Luis y/o Gob. de la Pcia. de San Luis - Cobro de Pesos - Prueba Anticipada - Recurso de Casación, 11-02-10). Igual temperamento mantuvo la más alta magistratura puntana, en fallo del 06/02/2014, in re STJSL - S.J. – S.D. N° 005/14 Raimundo, María Susana c/ Hormigón Mercedes SA - D. y P. - s/ Recurso de Casación - Expte. N° 06-R-2013 – IURIX Nº 117262/3, al resolver que advertido “…el incumplimiento por parte de la recurrente de los recaudos exigidos que constituyen la llave para la apertura del recurso, el mismo deviene formalmente improcedente...”.
En consecuencia, corresponde declarar formalmente inadmisible el medio recursivo en estudio.
Por lo expuesto, VOTO a esta novena cuestión por la NEGATIVA.-

Las Señoras Ministros, Dras. MARTHA RAQUEL CORVALÁN y LILIA ANA NOVILLO, comparten lo expresado por el Sr. Ministro, Dr. CARLOS ALBERTO COBO y votan en igual sentido a esta NOVENA CUESTIÓN.-
A LA DÉCIMA y DÉCIMA PRIMERA CUESTIÓN, el Dr. CARLOS ALBERTO COBO, dijo: Dada la forma como se ha votado la cuestión precedente, no corresponde su tratamiento. ASÍ LO VOTO.-

Las Señoras Ministros, Dras. MARTHA RAQUEL CORVALÁN y LILIA ANA NOVILLO, comparten lo expresado por el Sr. Ministro, Dr. CARLOS ALBERTO COBO y votan en igual sentido a estas DÉCIMA y DÉCIMA PRIMERA CUESTIÓN.-
A LA DÉCIMA SEGUNDA CUESTIÓN, el Dr. CARLOS ALBERTO COBO, dijo: Que atento a como han sido votadas las cuestiones anteriores corresponde rechazar el Recurso de Casación interpuesto por la parte demandada en fecha 28/03/2016 (actuación N° 5338774) y fundado en fecha 06/04/2016 (actuación N° 5387286), con pérdida de depósito. ASÍ LO VOTO.-

Las Señoras Ministros, Dras. MARTHA RAQUEL CORVALÁN y LILIA ANA NOVILLO, comparten lo expresado por el Sr. Ministro, Dr. CARLOS ALBERTO COBO y votan en igual sentido a esta DÉCIMA SEGUNDA CUESTIÓN.-
A LA DÉCIMA TERCERA CUESTIÓN, el Dr. CARLOS ALBERTO COBO, dijo: Costas a la parte recurrente, artículos 68 y 69 CPC y C. ASÍ LO VOTO.-
Las Señoras Ministros, Dras. MARTHA RAQUEL CORVALÁN y LILIA ANA NOVILLO, comparten lo expresado por el Sr. Ministro, Dr. CARLOS ALBERTO COBO y votan en igual sentido a esta DÉCIMA TERCERA CUESTIÓN.-
A LA DÉCIMA CUARTA CUESTIÓN, el Dr. CARLOS ALBERTO COBO, dijo: 1) Que contra la resolución RR LABORAL N° 161/2016, de fecha 14/10/2016, (actuación N° 6246168), que resolvió la reposición in extremis, en la que la Cámara hizo lugar parcialmente al recurso, -porque si bien condenó a la demandada (Cooperativa Bancaria 6 de noviembre) al pago de la indemnización del art. 52 de la ley 23551; no extendió la condena de este rubro al resto de las condenadas, por no haber recibido éstas del actor o del sindicato la comunicación personal de la designación como delegado gremial-, la parte actora interpuso recurso de casación en fecha 24/10/2016 (actuación N° 6289089), el que fue fundado en fecha 03/11/2016 (actuación N° 6346257).
En el recurso presentó dos agravios: 
a) Se agravió de que no se extendiera la condena solidaria a pagar la indemnización por tutela judicial a la Asociación Bancaria sede San Luis y Central, que también fueron condenadas según sentencia de Cámara R. L. Laboral N° 16/2016 (actuación N° 5282758 – 15/03/16).

a1) Porque la decisión no fue fundada, sino que sólo se invocó una cita jurisprudencial.

a2) Además, dijo que la cita no guarda relación con el caso de autos, pues en aquel el cargo que motivó la condena es el de delegado gremial, el cual es el resultado de una votación interna de una empresa, en tanto que en el presente caso el cargo sindical electo que poseía la actora era el de Secretaria General del Sindicato, máxima autoridad y conducción del Sindicato en todo el territorio de la provincia de San Luis, el que requiere de formalidades y requisitos de publicidad que lo hacen oponible frente a terceros. La ley 23551 dispone para los cargos sindicales del sindicato: publicidad de la convocatoria a elecciones en el boletín oficial y diarios de mayor circulación; plazos de comicios en estricto cumplimiento de las formas impuestas por la Ley de Asociaciones Sindicales; y formación de expediente y publicación de autoridades por ante el Ministerio de Trabajo de la Nación.

a3) El fallo jurisprudencial citado por la Cámara ha sido referido a una solidaridad en virtud del art. 30 de la LCT, en tanto que en autos la condena a la Asociación Bancaria se ha impuesto en virtud del art. 31 de la LCT.

En este punto agregó que requerir a la trabajadora que comunique un cargo sindical a cuanta persona jurídica entienda que actúa en fraude a la ley sería un exceso de rigorismo ritual que cercenaría sus derechos, máxime cuando en el tiempo en que la actora comunicó el cargo sindical electo la Cooperativa Bancaria no había sido vaciada por los directivos de la Asociación Bancaria; por lo que no puede exonerarse de responsabilidad a la Asociación Bancaria, quien, además, conocía el cargo sindical de la actora, pues la misiva de notificación del mismo, fue dirigida al mismo domicilio que compartían (Cooperativa y Asociación) y recibida y conocida por idénticas máximas autoridades que también compartían.

Reafirmó que en el caso, la Cámara le exige a la trabajadora haber notificado a la responsable solidaria de su cargo sindical, previo a que existiera la solidaridad, pues cuando fue electa como secretaria general del sindicato, su empleadora no había sido insolventada ni vaciada por la Asociación Bancaria, sino en los últimos tiempos antes del despido.

a4) Aunque la condena a la Asociación Bancaria hubiera recaído en virtud del art. 30 de la LCT (y no como lo hizo en virtud del 31 de la LCT) la solidaridad prevista por la Ley 20.744 tiene su origen en el código civil, art. 705 de la ley velezana, vigente al tiempo del distracto. 

b) Se agravió de que no se haya condenado solidariamente a los Sres. Francisco Víctor Rotondó y Víctor Atalivar Pérez.

Dijo que no se reparó en que la conducción y administración de la Cooperativa fue ejercida de “facto” por los demandados, Rotondó y Pérez, desde el año 1996, porque si bien ostentaban los cargos de presidente y tesorero (respectivamente), de una parte dirigieron la entidad sin el concurso de la Asamblea, al margen de la ley de Cooperativas y del Estatuto de la persona jurídica; y de otra, los cargos de los demandados se encontraban vencidos desde hacía tres ejercicios (31/10/1998).

Afirmó no entender que los jueces intervinientes hayan considerado que no hubo accionar fraudulento de Rotondó y Pérez, cuando quedó demostrado que obraron al margen del estatuto de la Cooperativa y de la ley de Cooperativas. Al respecto, se quejó del mérito que de la prueba producida se hizo sobre el asunto; a la zaga de lo cual analizó pormenorizadamente prueba que según su convencimiento demuestra el acusado fraude, puntualizando anomalías en las que los codemandados habrían incurrido en el manejo y conducción de la entidad. 

Finalizó pidiendo se los considere y condene como responsables solidarios

2) Que, ordenado y corrido el traslado de ley, compareció la contraria y contestó mediante actuación N° 6436737, de fecha 21/11/2016, escrito en el cual solicitó se rechace el recurso, con costas.

Para ello, en lo medular dijo:
a) Sobre la no extensión de la condena a pagar la indemnización por tutela judicial a la Asociación Bancaria sede San Luis y Central, que también fueron condenadas según sentencia de Cámara R. L. Laboral N° 16/2016:
En primer lugar, que de la lectura del fallo en crisis, se puede observar que el mismo ha sido fundado en el Fallo Plenario - sentencia definitiva CNATSALA VIII- sentencia Nro. 33.166 de fecha 18/04/2006 en autos “Pintos, Nicolás c/ Constructora Sudamericana S.A. y otros s/ Despido” Expte. 4519/03, el cual defendió; luego hizo extensas disquisiciones acerca de la autoridad de los fallos plenarios.
En segundo término, sobre que el fallo plenario citado por la Cámara no guarda relación con el caso de marras, dijo que las normas y la jurisprudencia no hacen ningún tipo de distingo entre delegados gremiales o dirigentes gremiales, tal cual lo manifestado por la agraviada, por lo que el agravio de la contraria carece de razonabilidad y fundamento.
Además agregó que “…de las pruebas ofrecidas por la recurrente al momento de la presentación de la demanda se desprende que la misma enumera cronológicamente todas las notificaciones que realizó de manera expresa a quien desde el año 1993 reconoce como su empleadora: Cooperativa Bancaria 6 de Noviembre Limitada, por lo que modificar la argumentación utilizada al momento del reclamo laboral al solo efecto de poder incrementar y/o asegurarse una indemnización es por demás considerar que para el empleado no existe el principio rector de la buena fe sino que “todo vale” al momento de reclamar y si es necesario se cambiaran los argumentos, la lógica o lo afirmado con tal de modificar un resultado o un pronunciamiento judicial”.

Sobre este punto solicitó que el tribunal “…considere el escrito de presentación de la demanda como así también la ampliación presentada por la parte actora que echarán por tierra los argumentos esgrimidos por el apelante para recurrir la sentencia en crisis”.
Como tercer punto afirmó que “No existió al momento de dictarse el fallo de segunda instancia afirmación alguna que haga suponer fraude por parte de la codemandada y la Cooperativa Bancaria a los efectos de la responsabilidad solidaria a la que se condenó a ésta última. Tampoco la actora pudo demostrar luego de un “extensísimo juicio” ninguno de los supuestos de la LCT para configurar la existencia de fraude laboral. No existió actuación desviada de ninguno de los codemandados, ya sea personas jurídicas ni personas físicas que hicieran posible la responsabilidad hacia los miembros y/o representantes de la Cooperativa Bancaria ni los miembros y/o representantes de la Asociación Bancaria S.E.B…”
Finalmente, como cuarto punto dijo con relación al invocado art. 705 del código civil velezano, que “…para que se configure la responsabilidad civil y la solidaridad es necesario que los hechos y las omisiones hayan ocasionado algún perjuicio, no basta demostrar que el administrador incumplió sus obligaciones legales o estatutarias sino que además deben configurarse y concurrir otros presupuestos de la teoría general o de la responsabilidad civil entre los que se encuentra el adecuado nexo de causalidad entre la conducta y el daño causado. La imposibilidad de concluir que en el caso de autos exista una posible solidaridad por parte de los codemandados exime a ésta parte del análisis sobre la solidaridad civil realizada por el recurrente. Por lo que de ninguna manera se puede concluir que se imponga de manera inequívoca éste tipo de responsabilidad para proteger a la trabajadora de una posible afectación o licuación de la solvencia patrimonial”.
b) Sobre la no extensión de la condena a los Sres. Francisco Víctor Rotondó y Víctor Atalivar Pérez, dijo que “…no se configuraron los presupuestos necesarios para asignar responsabilidades ni se dieron las circunstancias que se requiere para la aplicación de la responsabilidad atendiendo a la actuación individual de los codemandados. Las valoraciones realizadas por los jueces de primera y segunda instancia permiten concluir que corresponde eximir de responsabilidad a los Sres. Rotondó y Pérez de cualquier indemnización solicitada por la parte actora”.

Citó doctrina y jurisprudencia.

3) Que en fecha 23/07/2018, mediante actuación N° 9537664, se pronunció el Procurador General, quien dictaminó:

a) Sobre la pretendida extensión de responsabilidad a los Sres. Rotondó y Pérez, que “…no existen elementos para considerar que se configuró el supuesto de fraude que permita habilitar la extensión de la responsabilidad solidaria a los Sres. Rotondó y Pérez, como pretende la actora…”

Luego de citar doctrina y jurisprudencia agregó: “Es decir, que si no se prueba cabalmente el fraude laboral, la mala fe o la frustración de derechos del trabajador –materia de prueba ajena al ámbito casatorio (…) salvo error jurídico- no puede habilitarse la penetración de la personalidad societaria”.
b) Acerca de la extensión de responsabilidad a la Asociación Bancaria sede San Luis y Central, expresó “…advierto le asiste razón, por los fundamentos a los que la Cámara ajustó en su Resolución (16/16) la responsabilidad solidaria de la Asociación Bancaria, allí se ha determinado la relación entre Asociación Bancaria (San Luis y Central) y la Cooperativa, por lo que no hallo obstáculo para que se haga extensiva a la primera la condena habilitada, como parte integrante de la indemnización debida a la empleada”.
4) Que, ante todo, corresponde evaluar la concurrencia de los recaudos de admisibilidad del recurso, esto es, la aptitud formal del acto impugnaticio derivada de la confluencia de los requisitos exigidos por la ley para provocar el juicio de casación. 

En este sentido se advierte que el recurso ha sido interpuesto y fundado temporáneamente, conforme los términos del art. 289 del CPCC, en atención a constancia de: 1) la fecha de notificación de la sentencia recurrida, 19/10/2016, (actuación N° 6267192); 2) la interposición del recurso en fecha 24/10/2016, (actuación N° 6289089); y 3) la fundamentación del mismo en fecha 03/11/2016 a la hora 8:50, en uso del plazo previsto en el art. 124 del CPC y C (actuación N° 6346257).

Asimismo, se observa que en virtud de la excepción expresa contenida en el artículo 290 del CPC y C, el recurrente se encuentra eximido de abonar el depósito exigido ordinariamente como requisito de admisibilidad del recurso de casación, toda vez que el recurrente inviste la calidad de empleado o trabajador en proceso laboral.

Por otro lado, se pretende la casación de una sentencia definitiva emanada de Cámara de Apelación, en cumplimiento de lo preceptuado por el art. 286 del CPC y C.

En consecuencia, debe considerarse en este estudio preliminar y en mérito a lo dispuesto por el inc. a) del art. 301 CPC y C, que el recurso articulado deviene formalmente admisible.

Por lo expuesto, VOTO a esta décima cuarta CUESTIÓN por la AFIRMATIVA.

Las Señoras Ministros, Dras. MARTHA RAQUEL CORVALÁN y LILIA ANA NOVILLO, comparten lo expresado por el Sr. Ministro, Dr. CARLOS ALBERTO COBO y votan en igual sentido a esta DÉCIMA CUARTA CUESTIÓN
A LA DÉCIMA QUINTA y DÉCIMA SEXTA CUESTIÓN, el Dr. CARLOS ALBERTO COBO, dijo: 1) Que, a los efectos del análisis de las cuestiones propuestas, y en armonía a lo que prescribe el art. 301 inc b) del CPC y C, debe dilucidarse si en la resolución recurrida existe alguna de las causales previstas en el art. 287 del código citado y si el escrito de fundamentación se basta a sí mismo, caso contrario el recurso deducido no podría prosperar. (STJSL, “Kravetz Elias Samuel c/ Edesal S.A. – D. y P. - Recurso de Casación”, 17-05-2007).
Al respecto, este Alto Cuerpo tiene establecido que, para la procedencia del recurso de casación, se debe alegar sobre la correcta interpretación legal, indicando en modo claro y preciso la forma en que se ha violado la ley invocada en el fallo y cuál es la interpretación correcta; circunstancia que si no se (cumple), el recurso en estudio debe ser rechazado (Cfr. fallo citado en párrafo anterior).

En relación a la correcta conceptualización y por ende preciso trazado de lindes del remedio impugnaticio intentado, cabe señalar, siguiendo a doctrina especializada, que una de las características típicas de la casación es que solo tiene viabilidad en el caso que exista “un motivo legal (causal); por ende no es suficiente el simple interés –el agravio- sino que se precisa que el defecto o error que se le imputa al decisorio recurrido esté expresamente tipificado –objetivado- por ley. Por ello puede acotarse que su objeto es de delimitación restringida, pues está ceñido por dos elementos fundamentales, a saber: a) debe tratarse de una misma cuestión sobre la que versa el proceso principal, como sucede en todo recurso; b) siendo esa vía extraordinaria, no puede referirse a la integridad del asunto ventilado en el juicio, vale decir que es preciso realizar una delimitación del tema recursivo” (Cfr. Juan Carlos Hitters, “Técnica de los recursos extraordinarios y de la casación” 2da. Edición, p.213).- STJSL. “Chávez Mirta Nora C/ Obra Social Personal De Ind. Químicas y Petroquímicas s/ Cobro De Pesos - Recurso De Casación”, 29-11-2007.-

2) En primer lugar, se tratará el agravio referido a la falta de condena personal y solidaria de quienes fueran presidente y secretario de la demandada condenada “Cooperativa Bancaria 6 de noviembre”, señores Francisco Víctor Rotondó y Víctor Atalivar Pérez.
Con respecto a este planteo casatorio, del análisis de la exposición recursiva, tal como ha sido relatado precedentemente, en lo pertinente, es evidente que la crítica del fallo parte fundamentalmente de una discrepancia respecto de la valoración probatoria realizada por los jueces intervinientes tanto de primera instancia cuanto de cámara, quienes no encontraron configurado el fraude que permita extender solidariamente al presidente y tesorero la condena que recayó sobre la cooperativa.
En contra de ello, el recurrente despliega abundante argumentación referida a las constancias de la causa –hechos y prueba- con lo cual pretende una revaloración de la conducta desplegada por Rotondó y Pérez, para mediante ello arribar a una solución distinta, es decir a una resolución que, a diferencia de lo apreciado y valorado en Cámara, encuentre configurada conducta fraudulenta en las personas físicas demandadas y, en consecuencia, les extienda la condena solidariamente.
Tal revisación valorativa sobre las pruebas aportadas y las constancias probatorias y fácticas incorporadas al proceso durante su tramitación, es lo que no puede hacerse en el recurso de casación. 
Dicha propuesta deja en claro que la revisión que se pretende excede los lindes del recurso intentado, por lo que, como ha dicho el Superior Tribunal en casos análogos, el tratamiento no puede efectuarse.

En tal sentido el Superior Tribunal de San Luis expresó que: “…si de la lectura del recurso de casación se advierte que se plantean cuestiones de naturaleza esencialmente probatoria; estas son ajenas a la Casación según pacífico criterio de este Alto Cuerpo, puesto que la finalidad institucional de este carril impugnatorio busca el cumplimiento de la ley, la unificación de la interpretación del derecho y por ende debe aprehender los hechos como vienen relatados por los jueces de grado. La casación no es una tercera instancia y no está en la esfera de sus poderes valorar la prueba, ni juzgar los motivos que formaron la convicción de la Cámara porque este recurso se concede solamente contra la sentencia cuya injusticia provenga de un error de derecho excluyendo el error de la determinación de las circunstancias de hecho del caso sometido a juicio…” (STJSL-S.J. – S.D. N° 14/13 - BARROSO, LEONARDO EDUARDO ANDRES c/ GLOBAL PUNTANA S.R.L. Y OTRO s/ DEMANDA LABORAL — RECURSO DE CASACIÓN  Expte. N° 18-B-12 - IURIX N° 71858/7).

Del mismo modo es de aplicación al presente lo sostenido invariablemente por este Superior Tribunal respecto al recurso en estudio, cuando dijo que: “…La casación no es una tercera instancia y no está en la esfera de sus poderes valorar la prueba, ni juzgar los motivos que formaron la convicción de la Cámara porque este recurso se concede solamente contra la sentencia cuya injusticia provenga de un error de derecho, excluyendo el error de la determinación de las circunstancias de hecho del caso sometido a juicio…” (STJSL Nº 53/04 “BCO. SAN LUIS S.A. BCO. COMERCIAL MINORISTA c/ LINDOW Y ASOC. S.A. Y/OTRO – EJ. HIPOTECARIA – RECURSO DE CASACIÓN”, 19-10-04).

En consecuencia, siendo la cuestión planteada ajena al ámbito de la casación, el medio recursivo en estudio deviene improcedente en lo que toca al primer motivo causal propuesto, debiendo destacarse, nuevamente, que el recurso de casación no procura una tercera instancia con el fin de revisar la justicia material de las sentencias de tribunales de grado, sino antes bien el restablecimiento del imperio de la ley a través de la correcta hermenéutica en atención principalmente a consideraciones de interés superior vinculados con la seguridad jurídica por sobre los intereses de las partes en un litigio singular, sin excluir la justicia en el caso concreto cuando se haya propuesto materia idónea para ser evaluada en casación. 

3) En cambio, el segundo motivo de casación propuesto es esencialmente diverso al tratado anteriormente, porque lejos de proponer una revisación fáctica y probatoria del asunto, en realidad plantea una cuestión estrictamente de derecho, esto es: si para extender la condena a pagar la indemnización por tutela gremial a quienes han sido condenadas –en solidaridad- junto a la demandada principal por encontrarlas vinculadas y relacionadas a aquella, es necesaria la comunicación personal de la designación como delegado gremial, a cargo de la actora o del sindicato.
Antes de avanzar será conveniente puntualizar otro aspecto del recurso en análisis, referido a su especificidad, en el cual deben tratarse cuestiones estrictamente de derecho, lo que implica que las cuestiones fácticas imbricadas en el proceso deberán considerarse inalterables, tal como han llegado a esta instancia extraordinaria, para que con sustento en ellas, se pueda dirimir la cuestión jurídica propuesta, sobre el alcance e interpretación que debe darse a la regla aplicada o dejada de aplicar; pero sin modificar el sustento fáctico. 
Así lo ha dicho la jurisprudencia: “En materia de subsunción legal, la interpretación y aplicación que se concrete (…) no puede desprenderse de los hechos, pruebas y circunstancias causídicas del caso particular (…) ni tampoco debe prescindirse de las consecuencias que naturalmente derivan del fallo de la Cámara "ad quem" toda vez que constituye uno de los índices más seguros para verificar la razonabilidad de la interpretación y su congruencia en el sistema en que está engarzada la norma; esto es, el de alguna manera denominado quietus del Alto Tribunal no implica posturas extremas en orden al alcance del mismo, sino necesaria correspondencia con las circunstancias debidamente probadas de la causa”. (Flores, Leopoldo y otros vs. Emp. Ricardo F. De Elia y otra s. Laboral - Recurso de casación - TSJ, Santa Cruz; Sumarios Oficiales Poder Judicial de Santa Cruz; RC J 712/13).

Dicho esto, tenemos como presupuesto que la demanda laboral ha procedido, al menos parcialmente, contra la Cooperativa Bancaria 6 de Noviembre, cuya responsabilidad fue extendida solidariamente por la Cámara a la Asociación Bancaria Delegación San Luis y Asociación Bancaria Casa Central. Y en lo que toca específicamente a la presente casación, es decir a la procedencia de la indemnización del art. 52 de la ley 23551, puntualizamos que a la presente instancia extraordinaria llega condenada sólo la Cooperativa, y excluidas las que en relación al resto de los rubros de condena sí se les ha extendido la responsabilidad solidaria.
El argumento dado por la Cámara para excluir a las codemandadas, condenadas solidariamente por la misma Cámara al pago del resto de los rubros de condena, es escueto, y dice: “…no se puede hacer valer la tutela sindical en el carácter solidario de la relación respecto a las codemandadas que no han recibido del actor o del sindicato la comunicación personal de la designación como delegado gremial”.
De ello, puede afirmarse que el tribunal de alzada considera jurídicamente necesario que para que se pueda extender la condena a pagar la indemnización del art. 52 de la ley 23551, además de los recaudos imperados por el cuerpo normativo en el artículo 49, se requiere que se haya notificado la designación sindical (por el actor o por el sindicato) a quienes resulten condenadas solidariamente.

La primera observación de que es pasible tal aserto, es que la exigencia requerida no está estipulada legalmente en norma o disposición legislativa alguna, con lo cual, se erige tal recaudo en una cortapisa no legal para la procedencia de la solidaridad respecto del pago de la indemnización de un rubro de condena (la indemnización del art. 52 ley 23551). 
En buena hermenéutica, no corresponde adicionar un recaudo o requisito de procedencia que no estuviese expresamente contenido en la legislación.
Igual consideración hizo el Superior Tribunal respecto de un caso análogo, en cuanto para la procedencia de una indemnización laboral se exigía una circunstancia no contemplada expresamente por la ley. Así en STJSL-S.J. – S.D. Nº 118/16, “ZÁRATE, FERNANDO JAVIER c/ OFRÍA, ROBERTO FERNANDO DOMINGO y OTROS s/ COBRO DE PESOS – LABORAL – RECURSO DE CASACIÓN” – IURIX Nº 195696/10, del 22/06/2016, se dijo: 
“Rechazo de la sanción del art. 8 de la ley 24.013 – Que tal como ha sido expuesto este agravio, el recurrente reniega de que la Cámara no receptara la aplicación de la multa que establece el artículo 8 de la ley de empleo (Nº 24.013), a favor del empleado no registrado o registrado deficientemente; cuando, adujo, se ha cumplido con los requisitos para la procedencia. Por lo que el presente motivo causal, trata la falta de aplicación de la ley al caso, por lo que –en abstracto- cuadra en la segunda parte del inc. a del art. 287, y amerita tratamiento.
(…)

Ahora bien, de las constancias de la causa, surge que la sentencia de primera instancia rechazó el rubro “art. 8 ley N° 24.013” por dos razones: a) Porque la intimación no fue hecha estando vigente la relación laboral; y b) Porque no se respetó el plazo para regularizar la registración. En tanto que, una vez apelada la decisión, la Alzada confirmó el rechazo de la sanción indemnizatoria, por haberse omitido demostrar que se remitió copia de la intimación del art. 11 a la AFIP. Si bien el Tribunal reconoció que el empleado alegó el cumplimiento del requisito, sostuvo que no se cumplió con la carga de demostrar, que esa comunicación llegó al conocimiento de la AFIP, como podría haberse acreditado con la solicitud de informe al Correo, cfr. foja 489 y vta.

En rigor corresponde, abordar el planteo casatorio de la sentencia puesta en crisis, i.e., de la sentencia de segunda instancia.

Si nos atenemos a los términos del artículo 11 de la ley N° 24.013 observamos, que para la procedencia de la indemnización de los artículos 8°, 9° y 10° –en el presente caso el 8°-, intimado el empleador en la forma de ley, se requiere como pauta adicional y acumulativa la remisión inmediata –en todo caso, no después de las 24 horas hábiles- a la AFIP, de la copia del requerimiento realizado a la patronal.

Lo que la norma impera, es el envío o remisión a la AFIP, por lo que no corresponde en buena hermenéutica, adicionar otro requisito no previsto por la ley; pues en tal caso se estaría erigiendo una cortapisa no legal para la procedencia de la multa, por falta o deficiente registración. 

De modo que, si de las constancias de autos, puede verificarse la remisión en forma, el recaudo debe reputarse satisfecho en orden a la procedencia de la sanción indemnizatoria; resultando una formalidad excesiva, requerir la prueba de que tal remisión epistolar ha ingresado efectivamente en el ámbito de conocimiento de la AFIP.”
De otra parte, en el fallo que se recurre no se han dado motivos suficientes que expliciten acabadamente la razonabilidad y necesaria exigencia del recaudo puesto como obligatorio, sino que por el contrario, simplemente, se ha expuesto un argumento de autoridad, remitiendo a un fallo, dictado por una Cámara Nacional que se ha reseñado someramente, lo que resulta insuficiente para justificar la obligatoriedad de la exigencia no contenida en la ley.
De allí que tal como luce en el fallo en crisis, la Cámara ha introducido un recaudo de procedencia que, de una parte, exorbita los requisitos legales contenidos en la norma sustancial, y de otra, no se han dado las razones y motivaciones suficientes que patenticen la razonabilidad del recaudo impuesto como obligatorio para la procedencia de la solidaridad respecta al rubro de indemnización por vulnerar la estabilidad gremial.
Por ello, podemos decir que se ha incurrido en un exceso “reglamentario” de cuño netamente pretoriano, sin sustento que lo funde adecuadamente.
Por lo expuesto, y en mérito al desarrollo antecedente, de conformidad con lo dictaminado por el Procurador General, VOTO A ESTA CUESTIÓN por la AFIRMATIVA, en lo que respecta a lo tratado en el considerando 3) de las presentes cuestiones, y por LA NEGATIVA, en lo relativo al resto de planteos casatorios.

4) Según como se postula que proceda el agravio conforme a lo expuesto en el punto precedente, es insoslayable abordar la inconstitucionalidad de los artículos 48 y 52 de la ley 23551, que la actora solicitó se declarara desde la interposición de la demanda, tal como puede verse desde foja 29vta. y ss., lo que implica que ha sido sustanciado tal pedido con la contraparte a lo largo de todo el proceso, que ha resistido la impetrada declaración de inconstitucionalidad, desde su primera presentación, es decir, desde la contestación de la demanda (foja 80/96vta.).
Ahora bien, dicho pedido de inconstitucionalidad no fue tratado por la jueza que intervino en primera instancia, porque consideró improcedente la condena indemnizatoria del art. 52 de la ley 23551, a causa de haberse verificado, según su pronunciamiento, la excepción contenida en el artículo 51 del mismo cuerpo legal, lo que la llevó a declarar “…abstracta la inconstitucionalidad de los arts. 48 (y) 52 (de la) ley 23551, por no guardar relación con los hechos debatidos”. (Ver punto 5) de la parte resolutiva). 
Al tiempo de resolver la apelación la Cámara por mayoría rechazó la apelación de la actora por no haber acreditado ésta los requisitos exigidos por el artículo 49 de la ley 23551, por lo que se rechazaron los agravios de inconstitucionalidad, también por resultar abstracta según posición del primer votante que obtuvo la adhesión de quienes votaron en tercer y cuarto término.

También ya se dijo que dicha sentencia fue modificada por el mismo tribunal que receptó la revocatoria in extremis del actor, y si bien reconoció la procedencia del pago de la indemnización del art. 52 de la ley 23551 (aunque sólo contra la demandada principal), omitió pronunciarse sobre la inconstitucionalidad de los arts. 48 y 52 de la ley 23551, que sólo protegen con tutela especial a los dirigentes de entidades sindicales con personería gremial, quedando al margen los dirigentes de las asociaciones sindicales simplemente inscriptas, con mera inscripción gremial, pero sin personería, tal la situación de la actora.

La cuestión de la acusada inconstitucionalidad debe dirimirse atendiendo al tratamiento dado por la Corte Suprema a la cuestión propuesta y a otras análogas, cuando hizo la criba de constitucionalidad de los artículos aquí cuestionados y de otras disposiciones del mismo cuerpo normativo (ley 23551).
Así la Corte Suprema al fallar la causa “Rossi, Adriana María c. Estado Nacional – Armada Argentina” – causa R. 1717.XLI, sent. del 9-XII-2009, ratificó el derrotero que había expuesto al resolver el precedente “Asociación Trabajadores del Estado c/ Ministerio de Trabajo” (Fallos: 331:2499) en materia de libertad y tutela sindical.
El más eminente tribunal de la República Argentina evaluó la constitucionalidad del artículo 52 de la ley 23551, contrastando el mismo con las exigencias del artículo 14 bis de la Constitución Nacional y con varios instrumentos internacionales, tales como el Convenio N° 87 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) y los incorporados con jerarquía constitucional en el inciso 22 del art. 75 de la Constitución Nacional.
La Corte sostuvo que “…al limitar a los representantes gremiales de los sindicatos con personería gremial los alcances de la protección prevista en su art. 52, la ley 23.551, reglamentaria de la libertad sindical constitucionalmente reconocida, ha violentado (…) la esfera en que el legislador puede válidamente dispensar determinados privilegios a las asociaciones más representativas” (ver considerando 5°).
Al respecto expuso en el mismo considerando que el diferente grado de tutela reconocido a los representantes, según provengan de sindicatos simplemente inscriptos, de un lado, o con personería gremial, del otro, afecta tanto la libertad de los trabajadores individualmente considerados, constriñendo a aquellos que se dispongan a actuar como representantes gremiales a adherirse a la entidad con personería gremial, no obstante la existencia en el mismo ámbito de otra simplemente inscripta; como la libertad de los sindicatos simplemente inscriptos y la de sus representantes, al protegerlos de manera menor en un terreno que también es propio de aquellos.
Igual derrotero siguió la Corte Suprema al fallar en la causa “Nueva Organización de Trabajadores Estatales vs. Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados s. Amparo”, en fecha 24/11/2015, en el que dijo “…Que las impugnaciones vinculadas con la invalidez constitucional de los arts. 41, inciso a, y 52 de la Ley 23551, encuentran adecuada respuesta en las consideraciones y conclusiones expresadas en los precedentes "Asociación de Trabajadores del Estado" y "Rossi" (Fallos: 331:2499 y 332:2715, respectivamente), a las que corresponde remitir -en lo pertinente- en razón de brevedad. Ello es así pues, tal como lo ha puesto de manifiesto el tribunal a quo, en tanto los arts. 44 y 48 de la mencionada ley establecen prerrogativas en materia de franquicias y licencias gremiales únicamente en favor de los delegados pertenecientes a los sindicatos que cuentan con personería gremial, su descalificación constitucional también encuentra sustento suficiente en las razones explicitadas en los casos citados. En efecto, quedó establecido en ellos con claridad meridiana que, para estar en consonancia con las normas internacionales de rango constitucional que rigen el instituto de la libertad sindical, la legislación nacional no puede privar a las organizaciones sindicales que no hayan sido reconocidas como las más representativas, de los medios esenciales para defender los intereses profesionales de sus miembros ni del derecho de organizar su gestión y su actividad. En consecuencia, al margen de una prioridad en materia de representación en las negociaciones colectivas, en la consulta ante las autoridades y en la designación de delegados ante organismos internacionales, ninguna otra facultad concedida a los sindicatos con personería gremial puede serles negada a aquellos que no la tienen (doctrina de Fallos: 331:2499, considerando 8°; en idéntico sentido Fallos: 332:2715, considerando 5°). 
En virtud de los argumentos vertidos, La Corte, hizo lugar a la queja y declaró admisible el recurso extraordinario y confirmó la sentencia de Cámara Federal de Apelaciones de Rosario que a su vez confirmó la sentencia de primera instancia que había hecho lugar al amparo deducido por el sindicato Nueva Organización de Trabajadores Estatales, declarando la inconstitucionalidad de los arts. 41 (inc. a), 44, 48 y 52 de la ley 23551 y los arts. 70, 90 y 91 del CCT 697/2005, por ser contrario al art. 14 bis de la Constitución Nacional y a los instrumentos internacionales con jerarquía constitucional.
Esas consideraciones realizadas por la Corte son de aplicación al presente supuesto en el que se reclama la protección de una integrante de asociación sindical simplemente inscripta (Secretaria General del Sindicato de Empleados de Farmacia de San Luis) persiguiendo el cobro, entre otras indemnizaciones, de la agravada que prevé la ley 23551.
Teniendo en cuenta el rumbo marcado por la Corte Suprema, se aprecia que los artículos 48 y 52 de la ley 23551 vulneran el principio de libertad sindical consagrado en el artículo 14 bis de la Constitución Nacional y en los instrumentos internacionales incorporados por vía del art. 75 inc. 22 (Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre –art. XXXIII-; Declaración Universal del Derechos Humanos –arts. 20 y 23.4-; Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos –art. 22.1-; Pacto Internacional de Derecho Económicos, Sociales y Culturales –art. 8.1.a-; y Convención Americana sobre Derechos Humanos –art. 16.1-).

Por lo que corresponde declarar la inconstitucionalidad de los artículos 48 y 52 de la ley 23551 en tanto dichas normas proyectan su especial tutela sindical sólo a los trabajadores pertenecientes a sindicatos con personería gremial excluyendo a quienes -como la actora- desempeñan idénticas actividades pero en asociaciones sindicales con sólo inscripción gremial, sin personería. 
La jurisprudencia de los distintos tribunales de nuestro país ha seguido el camino marcado por la Corte Suprema de la Nación en lo que se refiere al test de constitucionalidad al que sometió en sus diversos pronunciamientos a alguno de los artículos de la ley 23551, en particular a los arts. 48 y 50. Como muestra transcribiré algunos párrafos de un pronunciamiento de la Corte Suprema de Buenos Aires que por las razones antedichas, y por la argumentación que se trascribe -e invoca-, declaró la inconstitucionalidad de las disposiciones en crisis.
“Se sigue de lo expuesto que en tanto los arts. 48 y 52 de la ley 23.551 refieren como sujetos amparados por la garantía sindical sólo a aquellos trabajadores que ocupen cargos electivos o representativos en asociaciones con personería gremial, tal prescripción los torna incompatibles con el principio constitucional de la libertad sindical consagrado en el art. 14 bis de la Constitución nacional y en los instrumentos internacionales (a los que he hecho referencia) incorporados por vía del art. 75 inc. 22”.

“La estabilidad reforzada sólo para los dirigentes de sindicatos con personería gremial, y no así para aquellos representantes de asociaciones simplemente inscriptas, no es una de las prerrogativas que -según los pronunciamientos de los órganos de control de normas de la Organización Internacional del Trabajo- resultan admitidas por el Convenio 87 (con rango constitucional -insisto- a partir de su integración al PIDESC y PIDCP, en tanto ambos han sido elevados a esa jerarquía)”.

“La protección, tal como ha sido concebida por nuestra legislación positiva vigente, cercena la libertad sindical (tanto desde el punto de vista individual como colectivo), privando a los sindicatos no investidos de personalidad gremial (art. 25, ley cit.), es decir, a aquellas asociaciones que cuentan con simple inscripción (art. 21, ley cit.) de los medios esenciales para defender los intereses profesionales de sus miembros, organizar su gestión y actividad y formular su programa de acción (en el lenguaje utilizado por el Comité de Libertad Sindical, conf. "La Libertad Sindical", ob. cit., párr. 346, p. 78)”.

“En este sentido, constriñe la libertad de los trabajadores (aspecto individual) pertenecientes a una asociación de este tipo, así como la de la propia entidad (en sentido colectivo), porque a los fines del desarrollo de una actividad gremial libre y despojada de condicionamientos, el haz de garantías que protegen la investidura de los representantes sindicales (en sus diferentes manifestaciones) constituye un elemento funcional marcadamente esencial, pues los mismos -como dije- deben gozar "de las garantías necesarias para el cumplimiento de su gestión sindical y las relacionadas con la estabilidad de su empleo" (art. 14 bis, Const. Nac.)”

“No se albergan dudas acerca de que las prescripciones de los arts. 48 y 52 de la ley 23.551 no armonizan con la significación constitucional del principio de la libertad sindical, toda vez que la limitación por ellos contenida (traducida en una protección -especial- preferente para los dirigentes de sindicatos con personería gremial) rebasa la estrechez de los privilegios concesibles a estos últimos”.

“En esa línea se inscribe el fallo de la Corte Suprema de Justicia de la Nación recaído en "Rossi, Adriana María c. Estado Nacional-Armada Argentina" (causa R.1717.XLI, sent. de 9-XII-2009), en el cual se declaró -por fundamentos que guardan similitud con los aquí expuestos- la invalidez constitucional del art. 52 de la ley 23.551 por excluir de la tutela otorgada por dicha norma a los representantes de asociaciones sin personería gremial. En el considerando 3° del voto de los doctores Lorenzetti, Highton de Nolasco, Fayt, Petracchi, Maqueda y Zaffaroni y en el considerando 6° del voto de la doctora Argibay, se hizo referencia a la doctrina constitucional sentada con anterioridad en el caso "ATE c. Ministerio de Trabajo" (causa A.201.XL, sent. de 11-XI-2008), en el cual se había decretado la inconstitucionalidad del art. 41 inc. "a", ley 23.551 (en la medida que exige que los delegados de personal y los integrantes de las comisiones internas y organismos similares previstos en el art. 40 de dicho cuerpo legal, deben estar afiliados a la asociación sindical con personería gremial y ser elegidos en comicios convocados por ésta), por considerárselo violatorio del derecho a la libertad sindical amparado por el art. 14 bis de la Constitución nacional y por tratados internacionales con jerarquía constitucional”.

“…Luego, en autos "ATE s. Acción de inconstitucionalidad", sent. de 18-VI-2013 (Fallos: 336:672) se pronunció por la invalidez constitucional del art. 31 inc. "a" de dicho cuerpo legal, fallo éste en el que -una vez más- queda de manifiesto que las previsiones legales examinadas, y el art. 31 en particular, no pueden erigirse en obstáculo para reconocer la legitimación de las asociaciones simplemente inscriptas”.

“Los desarrollos fundantes de las indicadas conclusiones -y el vigor de las directrices emergentes- han sido ratificados por el más alto Tribunal de la República en la causa "Nueva Organización de Trabajadores Estatales c/Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados s/Amparo", sent. de 24-XI-2015, al declarar que de aquellos resulta, "con claridad meridiana", que, para estar en consonancia con las normas internacionales de rango constitucional que rigen el instituto de la libertad sindical, la legislación nacional no puede privar a las organizaciones sindicales que no hayan sido reconocidas como las más representativas, de los medios esenciales para defender los intereses profesionales de sus miembros ni el derecho de organizar su gestión y su actividad (considerando 5°)”.

“En definitiva, el máximo Tribunal se pronunció por la ausencia de compatibilidad entre el aspecto específico del régimen de asociaciones sindicales traído a debate en el presente caso y el bloque de constitucionalidad federal, tal y como aquí propongo declarar”.

“…A tenor de todo lo dicho, hallándose demostrado que la solución adoptada en la instancia de grado conculca la manda contenida en el art. 14 bis de la Constitución nacional, y teniendo en cuenta que la facultad de declarar la inconstitucionalidad de las leyes y de anular actos en su consecuencia es potestad exclusiva de los tribunales de justicia (Fallos: 149:122; 269:243, consid. 10 y 311:460 -LL, 1988-D, 143-; 302:132, entre otros), en línea con los fundamentos -pertinentes- expuestos en mis votos en las causas registradas como L. 77.386 "Onchalo", sent. de 6-VII-2005; L. 108.621 "Rosales", sent. de 19-IX-2012 y L. 117.489 "Carracedo", sent. de 1-IV-2015; entre muchísimas otras; a los que, en honor a la brevedad, me remito; propicio declarar que los arts. 48 y 52 de la ley 23.551 -en cuanto excluyen del régimen de la tutela sindical allí diseñada a los trabajadores que ocupen cargos electivos o representativos en asociaciones sin personería gremial o "simplemente inscriptas"- violan el principio de la libertad sindical de raigambre constitucional (arts. 14 bis y 75 inc. 22, Const. nac.)”
En consecuencia, se impone declarar la inconstitucionalidad de los arts. 48 y 52 al presente caso (arts. 10 y 210 de la Constitución Provincial).
Las Señoras Ministros, Dras. MARTHA RAQUEL CORVALÁN y LILIA ANA NOVILLO, comparten lo expresado por el Sr. Ministro, Dr. CARLOS ALBERTO COBO y votan en igual sentido a estas DÉCIMA QUINTA y DÉCIMO SEXTA CUESTIÓN
A LA DÉCIMA SÉPTIMA CUESTIÓN, el Dr. CARLOS ALBERTO COBO, dijo: 1) Hacer lugar parcialmente al recurso de casación –casar la sentencia interlocutoria R.R. LABORAL N° 161/2016, de fecha 14/10/2016, actuación N° 6246168- y, en consecuencia, extender la condena solidaria del pago de la indemnización del art. 52 de la ley 23551 a la Asociación Bancaria (SEB) Delegación San Luis y Casa Central.
2) Declarar la inconstitucionalidad de los arts. 48 y 52 de la ley 23551.
3) Cúmplase lo dispuesto por el art. 10 de la Constitución de la Provincia, comunicando la declaración de inconstitucionalidad a los poderes públicos nacionales correspondientes, oficiando en la forma de estilo y adjuntando fotocopia certificada de esta sentencia.
4) Oportunamente, bajen las actuaciones y continúen según su estado. Oficiese.-
ASÍ LO VOTO.-
Las Señoras Ministros, Dras. MARTHA RAQUEL CORVALÁN y LILIA ANA NOVILLO, comparten lo expresado por el Sr. Ministro, Dr. CARLOS ALBERTO COBO y votan en igual sentido a esta DÉCIMA SÉPTIMA CUESTIÓN.

A LA DÉCIMA OCTAVA CUESTIÓN, el Dr. CARLOS ALBERTO COBO, dijo: Conforme ha prosperado parcialmente el planteo casatorio, corresponde imponer las costas de esta instancia extraordinaria en un 80% a la demandada y en un 20% a la actora recurrente. ASÍ LO VOTO.-

Las Señoras Ministros, Dras. MARTHA RAQUEL CORVALÁN y LILIA ANA NOVILLO, comparten lo expresado por el Sr. Ministro, Dr. CARLOS ALBERTO COBO y votan en igual sentido a esta DÉCIMA OCTAVA CUESTIÓN.

Con lo que se da por finalizado el acto, disponiendo los Sres. Ministros la Sentencia que va a continuación:

San Luis, veintiséis de febrero de dos mil diecinueve.-

Y VISTOS: En mérito al resultado obtenido en la votación del Acuerdo que antecede, SE RESUELVE: I) Declarar mal concedido el recurso extraordinario de inconstitucionalidad interpuesto el 08/04/2016 (actuación N° 5400794) y resuelto mediante R.R. Laboral N° 69/2017, en fecha 20/04/2017 (actuación N° 7084967).
II) Costas a la actora recurrente.-
III) Rechazar el Recurso de Casación interpuesto por la parte actora en fecha 30/03/2016 (actuación N° 5352561) y fundado en fecha 08/04/2016 (actuación N° 5394605).

IV) Costas al recurrente.
V) Rechazar el Recurso de Casación interpuesto por la parte demandada en fecha 28/03/2016 (actuación N° 5338774) y fundado en fecha 06/04/2016 (actuación N° 5387286), con pérdida de depósito.
VI) Costas a la parte recurrente.
VII) Hacer lugar parcialmente al recurso de casación interpuesto en fecha 24/10/16 (actuación N° 6289089) -casar la sentencia interlocutoria R.R. LABORAL N° 161/2016, de fecha 14/10/2016, actuación N° 6246168- y, en consecuencia, extender la condena solidaria del pago de la indemnización del art. 52 de la ley 23551 a la Asociación Bancaria (SEB) Delegación San Luis y Casa Central.

VIII) Declarar la inconstitucionalidad de los arts. 48 y 52 de la ley 23551.

IX) Cumplir con lo dispuesto por el art. 10 de la Constitución de la Provincia, comunicando la declaración de inconstitucionalidad a los poderes públicos nacionales correspondientes, oficiando en la forma de estilo y adjuntando fotocopia certificada de esta sentencia.
X) Oportunamente, bajen las actuaciones y continúen según su estado. Ofíciese.- 
XI) Costas de esta instancia extraordinaria en un 80% a la demandada y en un 20% a la actora recurrente.-
REGÍSTRESE y NOTIFÍQUESE.- 

La presente Resolución se encuentra firmada digitalmente por los Sres. Ministros del Superior Tribunal de Justicia, Dres. MARTHA RAQUEL CORVALÁN, LILIA ANA NOVILLO y CARLOS ALBERTO COBO, en el sistema de Gestión Informático del Poder Judicial de la Provincia de San Luis.-
1

